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EXP. N." 05667-2016,P4/TC
TUMBES
IRLANY YANET SILVA RIVAS Y OTROS

SEN't'ENCIA INT'ERLOCU'I'ORIA DEL TRIBUN L CONSTITUCIONAL

Lir¡a. l5 de octubre de 2018

Recurso dc agmvio constitucional i¡lterpuesto por doña lrlany Yanet Silva Rivas y otros
contra la rcsolucrón d(r fojas 1279, de 30 de junio de 2016, expedida por la Sala
Especializada en lo Civil de la Cortc Superior de Justicia de Tumbes, que declaró
improcedente la demanda.

FUNDAIVIENTOS

En la scntcrlcia cmitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
c¡ñcral El Peruano cl 29 dc agosto de 2014, este'I'ribunal establcció, en el
Iundamento 49, con carácter de preccdcntc, quc se expedirá sentencia interlocutona
dcncBato¡ia, dictada sifl más trámite, cuando se presentc alguno de ]os siguientes
supuestos, quc igualmcnte están co¡tenidos en el articulo l1 dcl Reglamento
Norma¡ivo del l'ribunal Constituciollal:

ñ

) Se evidencia cntonccs, que el recurso de agravio no cstá referido a una cuestión de
Derecho de especial trasccndencia constitucional. En efecto, para resolver la

ersia relericla a quc sc decla¡e la inaplicabilidad dc la Resolución
utiva Ilcgional 418-20l4/GOB.RtsG.TUMBDS-P, de 10 de scticmbre de 2014,

misrna que declara la ulidad de oflcio del Concu¡so dc Méritos MINSA 2-2013-
DIRESA, Ia Resolución Di¡ectoral 1102-2013-GOBIERNO REGIONAL
TUMBLS-DI{ST DR, entrc otras; y, en consecuencra, se manlenga la plena
vigencia dc la Rcso[¡ción Directoral 1102-2013-GOBIERNO REGIONAL
TU\4llDS DI{SI DIl (no so)o el afticulo primero) y dc Ia Resolución Ejecutrva
Itegional 164-2014/GOB/.RnG.TUMBES P- existe una via procesal igualmente
salisfactoria. Aquel]o ocu¡rc cuando, en casos como estc, la parte demandantc se
cncucntm sujela al régimen laboral público (fojas 18) y no sc ba acreditado quc
exista ricsgo dc quc se produzca irreparabilidad o la necesidad de tutela urgente.

ASUN f O

a) Carczca de fundamentació¡ la supuesta wlneración que se invoque.
b) La cuestión de Dc¡echo contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constifu cional.
c) La cuestión de De¡echo invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya deciclido de mancra desestimatoria en casos sustancialmente iguales.
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3. Bn consecuencia, se veifica que el presente recurso de agravio ha incurrido en la
causai dc rcchazo prcvista cn cl acápite b) del fundamento 49 dc la scntencia
cmitida en el Expediente 0098'7 2014 I'A/TC y en el inciso b) del articulo 11 dol
I{eglamento Nomativo del T¡ibunal Constitucional. Por esta razón, cor¡esponde
dcclarar, sin más trámite, improcedente el recurso de agravio constifucional.

Por estos fundamentos, el T bunal Constitucional, con la autorid¿d que le confiere la
Constitución Politica del Perú, y Ia participación del magistr¿do Espinosa-Saldaña
Banera, convocado para di¡imir la discordia suscitada por el voto singxlar del
magistmdo F'errero Costa,

Ade[rás, se incluyc cl fundamento de voto delmagistrado Espinosa-Sa]daña Barrera.

Publiquesc y notifiqüese.

SS

(4
Lo

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE cl recurso de agnvio constitucional.

lt
)
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTR{DO ESPINOSA.SALDAÑA
BARRtrRA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas en la presente causa. Sin
embargo, debo señalar lo siguienlei

En el proyecro dc scntencia i¡rterlocutoria se sostiene que el recurso de agravio
presentado, habria incurrido cn la causal de improcedencia liminar b), recogida en el
precedente "Vásquez Romero", argumentando que existiria una via igualmente
satisfactoria distinta del amparo par¿ proteger cl derecho invocado por el
demandanle.

2. Al respecto, debo expresar mi desacuerdo con la aplicación de la causal de
¡nprocedcncia b) para casos en los cuales, como en este, se considera que existe una
vía idónea igualme¡te satisfactoria al proceso de amparo. Señalo esto porque. si blcn
puede que exista un caso en el cual sc incura en alguna de las causales de
improcedencia previstas en el Código Proccsal Constitucional, para lo referido al
caso especifico del inciso 2 del aftículo 5 del Código, cstc Tribunal Constitucional
ha desarrollado oriterios para determioar cLiándo nos enconlramos anle una \til
idónea igualmente satisfactoria. ülo es precisamente lo que ha quedado recogido en
el precedente "Elgo Rios'. Es innecesario señalar que corresponde a este Tribunal
respetar y hacer respetar sus propios preccdentes.

3- Por tanto. para casos comoel presente, en el cual sc busca dctenninar si existeono
una vía ordinaria igualmcnte satisfactoria, considero que la callsal de improcedcnci¡
que debe invocarsc cs la c). referida a la contravención de los prcccdcntes emilidos
por el Tribunal Constitucional. y no la causal de improcedencia b).

4. Y es que para determinar que existe una vía igualmcntc satislactoria al amparo, no
basta con veriflcar Ia sola existencia de Llna vía ordi¡aria, pues esto no la convierte
per se en una via igualmente satisfactoria al amparo, sino que será necesario
verificar que dicha via cur¡pla con los criterios establccidos en el precedente "Elgo
Iiíos". Lo dicho implica un análisis caso a caso de la procedencia de la <lemanda,
tanto desde una pcrspcctiva objeliva como de una subjctiva.

5. Así, y dcsdc ona perspectivd objetiyd debe atcndsrse a la estuctura del proceso.
correspondiendo vcrificar si la regulación del proccdimiento permite afirmar quc
esta¡nos ante una vía célere y eficaz (estructura idónea); asi como a la idonelddd de
la pnt¿cckin que podría recibirse cn le yia ordinaria, por lo que dcbc anelizarse si
en la via ordinaria podrá resolverse debidamcnte el caso iusfundamental pucsto a
consideración (tutcla idóDea).
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6. Por olra paÍe, y desde una pertpect¡r.t sráJ¿¡lvd, corresponde a¡alizar si, por
consideraciones de urgencia y de manera excepcional, es preferible admitir a trámirc
la demanda dc amparo pese a exislir una vía ordinaria regulada. Al respeclo, es

necesario evaluar si transitar la vía ordinaria pone en gr¿rve riesgo al derecho
afectado, de tal modo que el agravio alegado puede lo¡arse irreparable (urgeneia
como amenaza de iffeparabilidad). Asimismo, debe atenderse a si es necesaria una
tutela urgente, aprcctando para ello la relevancia del derecho involucrado o también
a la gravedad del daño que podria ocun;r (urgencia por la magnitud del bien
involucrado o del daño).

7. Asi Ias cosas, aplicando los criterios esgrimidos en el prcccdcnte "Elgo Ríos" es que
pucde cstablecerse que aquí si contamos con una vía igualme¡te satislactoria al
proccso dc amparo en esta situación en particular, ejercicio quc dcbió hacerse para
ld clabord,ion d..l re\lo Je (rld rentencia.

ESPINOSA.SALDAÑA BARRERA z.o
S
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Con la potcstad quc me otorga la Constitución, y con e1 mayor ¡espeto por la ponencia
de mi colega magistrado. emito el presente voto singular, para exprcsar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PAlTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DFINECATORIA, po¡ 1os fundamentos que a

continuación expongo:

EXP. N.' 05667-20 t 6-PA/TC
TUMBES
IRLANY YANET SILVA RIVAS Y OTROS

I-a Constitr¡ciórl de 1979 creó el Tribunal de Garantías Co¡stitucionales como
inst¿ncia de casación y la Constitución de 1993 convifió al Tribunal Cons¡itucional
cn instancia de fallo. La Constitución del 79, por p mera vez eD nueslra historia
conslilucional, dispuso la creación de un órgano ad,&oc, independiente del Poder
Judicial. con la tarea de garantizar la supremacía conslitucional y Ja vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La L.ey Fundamcntal de 1979 estabieció que el lribunal de Garantías
Conslilücionales era un órgano de cont¡ol de la Constitución. que teníaju¡isdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribtural no
constituia una instancia habilitada para fallar en lbrma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
de¡echos reconocidos en la Co¡rstitución.

3. En ese sentido, la l-ey 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales. vigente en ese momento, estableció. en sus afículos 42 a146, que
dicho órgano, al encontrar una resolución dcnegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lorma e¡rada o ha incu¡rido en graves vicios procesales cn la
tramitación y resolución de Ia demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la dellciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
Rcpública (reenvío) para que emita nuevo 1állo siguiendo sus lineamicnros,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos coNtitucionaics
mencionados.

,1. El modelo dc tutela ante amenázas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mccanismos de t ela de dos a cuatro, a saber, hubeat cory»s, amparo, habeds data
l acción dc cumplimiento. En segundo lugar, se crea al'lribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica efóneamente como "órgano de control de la Constitución'r. No obstante. en

vv1

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRA.DO FERRERO COSTA

EL TRTBUNAL CoNSTrrucroNAr, coMo coRttr DE RnvtslóN o FALLo y No DE
(,ASACIóN
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maleria de procesos constitucionalcs dc la libertad, la CoNtitución establece que el
Tribunal Constitr¡cional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabc scñalar que la Constitución Politica del Perú, en su afículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al T bunal Co¡stitucional "conocer, en últ¡md y
de/initiva ínslancio, las resolltciones defiegaforias dictadas efi los procesos de

hubects corpus, ampLtro, habeas data y acción de cumplimienlo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de ñanca tutela de los derechos fundamentales.
exige que el Tibunal Coüstitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derccho fuodamental. Una lectu¡a diversa
contravend¡ía mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
delensa de la persona humana v el respeto dc su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (articulo 1), y "la observancía del debido proceso y tutekr
jlÍisdiccional- Ninguna per"^ona puede ser desvíada de la jurisdicción
predeterninada por la ley, n¡ sometidL¡ a procedimi¿nto di"^tinto de los previamente
e¡rablecidos, ni ¡uzg.td.t pot ótganos jurisdiccbnLlles de excepción ni pot
comisiones especiales cteadas al efecto cualquieru sea su denominackin",
consagrada en el arlículo 139, inciso 3.

6. Como se advierle, a diferencia cle lo quc acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constit¡rcional tiene lugar po.r la yía del cefl¡ordri
(Suplcma Corte de los Estados Unidos), en el Peú el Poder Constituyente optó por
un ólgano supremo de interp¡etació11 de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados p¡ocesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
prolección de su derecho en scdc del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
cs1á cn discusió¡ es la supuesta amenaza o lesión de un de¡echo fundamental, se

debe abrir la via correspondientc para que el Tribunai Constilucional pueda
prcnunciarse. Pero la aperlura de esta via solo sc produce si se pemite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
r.máli,is Je lo qu< .e pretende. dc lo que se invoca.

Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
inenünciable a la del;nsa; además, un'liibunal Constitucional constituye ei más
eleclivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual cvidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.
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TiI, DERT]CIIO A SljR OiDO CO}IO ]\IANIFESTAC¡ó¡.' DE LA DE]VOCIIAI'¡ZACIóN DE LOS
I,ROCISos CoNSTITUCIoNAI,ES DI, LA LIBERI.AD

1

8. La admi slración de justicia conslitucional dc la libenad que brinda el'lribunal
Constitucional, dcsde su creación! es respellLosa! como correspondc, del derecho de

twl
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dei¿nsa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oido con todas las debidas gar¿útías al interior de cualquier proccso cn el cual se

.lercrrninen :u. derechos. inlereses ) obligacionc..

9. PrecisaDlente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolucióD constitucional
sin rcalizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de mancra escrita y
oral. los argumcntos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
dcbc regir en todo proceso constitucional-

10. Sobre la intervención de las pa¡1es, coüesponde señalar que, en tanto que la
potcstad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
tsstado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inhe¡entes a todo ser humano, lo que
inclL¡ye el deiecho a ser oído con las debidas garantías-

Il. Cabe ariadir que la participación dirccta dc las parles, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la es1¿ra de inte¡és de
una persona sin permilirle alegar lo correspondiente a su f'avor, lo que resulta¡ía
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene cl deber
includible dc optjnizar, en cada caso concreto, 1as razones, los motivos y los
argumenlos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un hibu[al de justicia, sino por ia justicia de sus razones, por
cxprcsar dc modo suficiente las razones de de¡echo y de hecho relevanles en cada
caso que resueh,e-
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12. En ese sentido. la Cofie lnteramericana de Derechos Humanos ha establecido que el
dcrecho de defersa "obliga al Estado a tratar al índividuo en todo momento como
ttn verdadero sujeto del prcceso, en el mds amplio:en!¡Llo Jr ¿ste o)ncepto, y no
simplemente como objeto del mísmo"t. y que "farc que exisla debido proceso legal
es precist) qtle ün iusticiable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
inlereses en f¿)rma e.f¿cliya y en cond¡c¡ones de igualdad procesal co otros

I Corte lDH. Caso Barreto Leiva !s. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párafo 29.

' Cort" lDH. Caso Hilaire, Constanti[e y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, párrafo 146.

ilv\
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NATURALDZA PRoCESAT- DEL RECURSo DE AGR.\vIo CoNS TITt]CIO\AL

ll. lll modclo de "instancia de Iallo" plasmado ell la Constitución no pucdc ser

desvirtuado por el Tribunal Constitr¡cional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérpretc sup¡emo, pcro no su reformador, toda
vez que como ó¡gano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proccso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", cl ¡ccurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
vcrdadera esencia juridica, ya clue el Tribunal Conslitucional no tiene competencia
para 'revisar" ¡i mucho menos "recalitlcar" el ¡ecurso de agravio constitucional.

15. De conlormidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitr¡cional, el
'I¡ibunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Trjbunal lo que le corresponde es conocer del
R C y pronuDciarse sobre el fondo. Po¡ ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recu¡sor sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indel'ensión.

16. Po¡ otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicacióD lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requicrc scr aclarado, justiñcado y concretado en supuestos especí1lcos, a saber,
identilicar en qr¡é casos se aplicaria. No haccrlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convieñe el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vcz que se podría
alcctar. cntrc otros, el dcrecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carcntcs de predictibilidad, afecta¡do notablemente a los justiciables, quienes
teI1d aü qüe adiviüar clué resolverá el lribunal Constjtucionai antes de presentar su
rcspcctiva dc¡¡anda.

17. Por lo demás, maÍd¡is mllandis, el preccdente vinculante contenido en la Sentencir
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el 'fribunal Constitucional en otros
l'allos, como en el caso Lr¡is Sá[chez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005 PHC/|C). Del mismo modo, constituye una reahrmación de la naturaleza
procesdl de los procesos constitucionales de la libe¡ad (supletoriedad, vía pret ia,
vías parale)as, litispendencia, i¡vocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
molivo para que se pueda desviúuar ia esencia principál del ¡ecu¡so de agravio
conslilucional-
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19. Por tanto, si se tiefle en cuenta qüe 1a justicia en sede constitucional representa la
últifira posibilidad para protcger y reparar los derechos lündamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esencialcs cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmentc si sc tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda e1 camino de la jurisdicción internacio¡al de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Fcrrcro Rcbagliati, "la defcnsa dcl dcrccho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
eDtraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su dereoho
es1á def¡[diendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

cnvilccida sin la prolcccjón judicial auténtica".
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